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dispuesto en el artículo 14.1 de la Ley Orgánica 2/1985, defendió aquél

la jurisdicción del Juzgado, mientras que éste solicitó la resolución del

conflicto a favor de la Administración.

II. Fundamentos de Derecho

Primero.—Conforme a los artículos 127.4, 129.1 y 130 de la Ley General

Tributaria, la providencia que inicia el procedimiento administrativo de

apremio tiene la misma fuerza que la Sentencia judicial para proceder

contra los bienes y derechos de los obligados al pago, pero «si la deuda

estuviera garantizada con aval, prenda, hipoteca u otra garantía, se pro-

cederá en primer lugar a ejecutarla, lo que se realizará en todo caso por

los órganos de recaudación competentes a través del procedimiento admi-

nistrativo de apremio». Por su parte, los artículos 108 y 11 del Reglamento

General de Recaudación disponen que si el garante no ingresara el importe

de la deuda en el plazo señalado en el requerimiento se procederá contra

sus bienes según el título ejecutivo ya existente contra el deudor principal.

El procedimiento de apremio será exclusivamente administrativo, no

pudiendo acumularse a los judiciales ni a otros procedimientos de eje-

cución, pero sí suspenderse si concurriere con un procedimiento concursal

cuando éste se iniciare con anterioridad al embargo practicado por el

órgano recaudador. Dicho de otro modo, para la ejecución sobre el embargo

será preferente, según las fechas, la Administración o el Juzgado, sin per-

juicio de la prelación de créditos legalmente establecida.

Segundo.—Sucede además, y esto es determinante para la correcta reso-

lución del presente caso, que aquí no se trata de una duplicidad de embar-

gos, sino de la ejecución de un aval presentado por un tercero a favor

de la Administración, de forma que por esa vía nunca podrá producirse

un perjuicio a la masa de acreedores. No se privilegia a nadie permitiéndole

una ejecución particularizada sobre los bienes del deudor, con el correlativo

detrimento de los restantes acreedores, sino que se ejercita una deuda

sobre un patrimonio ajeno al procedimiento de ejecución general. El aval

se circunscribe al descubierto fiscal, de manera que ningún interés tiene

para los demás acreedores de esta sociedad anónima, si bien por vía de

subrogación pueda producirse un cambio de titularidad respecto a los

créditos pendientes. Las propias Sentencias citadas por el Abogado del

Estado, de 19 de diciembre de 1989 y 10 de abril de 1995, entre otras,

son muy ilustrativas al respecto. Los artículos 1.831.2 y 1.844, párrafo

último del Código Civil, merecen, de otro lado, una especial consideración.

El primero porque excluye de la previa exclusión de los bienes del deudor,

por lo que hace a la fianza, los supuestos de quiebra o concurso del mismo.

Y el segundo, porque condiciona los efectos internos de la fianza entre

cofiadores a que el pago se hubiese hecho en virtud de demanda judicial

o hallándose el deudor principal en estado de concurso o quiebra.

Conviene añadir, de otra parte, que si bien el aval en cuestión fue

prestado el 3 de marzo de 1997, para «responder de las obligaciones deri-

vadas del artículo 16 del Decreto 5/1995», entre los que se mencionan

los salarios, las indemnizaciones por razones laborales, los cargos sociales,

las sanciones económicas y las deudas con la red de distribución, es su

caso, es lo cierto que ese mismo precepto establece un orden de prelación

encabezado por los premios y cuotas tributarias, incluso recargos, y que

el expediente ejecutivo al que se contrae el conflicto se dirige contra un

deudor de la Hacienda Pública. Cabe advertir, por último, que ningún

otro acreedor en el procedimiento de suspensión de pagos se ha amparado

en dicho aval y que, en cualquier supuesto, la cuestión suscitada por una

teórica concurrencia de beneficios con aquél se mantendría al margen

de una suspensión de pagos en la que únicamente se opera con el patri-

monio del suspenso.

Tercero.—En consecuencia, procede resolver el presente conflicto de

jurisdicción a favor de la Administración. A ésta y sólo a ésta corresponderá

conocer en su caso de cuantas cuestiones puedan suscitarse respecto a

la ejecución de un aval que no aminora el patrimonio del suspenso en

perjuicio del colectivo de acreedores.

III. Fallo

Fallamos: Que debemos declarar y declaramos que procede resolver

el presente conflicto de jurisdicción a favor de la Administración.

Así, por esta nuestra Sentencia, que se comunicará a los órganos con-

tendientes y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», lo pronun-

ciamos, mandamos y firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. D. Javier Delgado Barrio; Vocales: Excmos. Sres.

D. Rodolfo Soto Vázquez; D. Pedro Antonio Mateos García; D. José Luis

Manzanares Samaniego; D. Miguel Vizcaíno Márquez; D. Antonio Pérez-Te-

nessa Hernández.

22338 CONFLICTO de jurisdicción número 7/2001, suscitado entre
el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Bilbao, frente
al Tribunal Marítimo Central del Ministerio de Defensa,
respecto a la incoación del correspondiente expediente de
asistencia marítima de la Ley 60/1962.

SENTENCIA

En la villa y Corte de Madrid a 29 de octubre de 2001.

Visto por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, compuesto por

los excelentísimos señores: Presidente, don Francisco Javier Delgado

Barrio; Vocales, don Rodolfo Soto Vázquez, don Pedro Antonio Mateos

García, don José Luis Manzanares Samaniego, don Miguel Vizcaíno Márquez

y don Antonio Pérez-Tenessa Hernández, el conflicto negativo de juris-

dicción suscitado entre el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Bil-

bao, en autos de juicio declarativo de menor cuantía, número 286/00,

seguidos a instancia de «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», contra

«Pérez y Cía, Sociedad Anónima», «Rilos Maritime Co. Ltd.» y «The North

of England P & I Asociation Limited», en reclamación, entre partes, del

importe correspondiente a los gastos de extracción, almacenaje, tratamien-

to y transporte de combustible y residuos oleaginosos del buque «Rilos»,

frente al Tribunal Marítimo Central del Ministerio de Defensa, respecto

a la incoación del correspondiente expediente de asistencia marítima de

la Ley 60/1962.

Antecedentes

Primero.—Con fecha 9 de mayo de 2000, la representación procesal

de la mercantil «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», formuló ante el

Juzgado de Primera Instancia, que correspondió al número 4 de Bilbao,

demanda de juicio declarativo de menor cuantía, contra las siguientes

entidades: «Pérez y Cía, Sociedad Anónima», con domicilio en Bilbao, 48001,

calle Berastegui, número 5, 4.o; «Rilos Maritime Co. Ltd.», empresa pro-

pietaria del buque mencionado «Rilos», de nacionalidad de Malta, y «North

of England P & I Asociation Limited», con domicilio en The Quayside, New-

castle upon Tiñe NEI DU Reino Unido, en súplica de que sean condenados

solidariamente al pago de la cantidad de diez millones sesenta y dos mil

cuatrocientas (10.062.400) pesetas, más los intereses legales y costas del

procedimiento en pago de los servicios prestados por el demandante con

ocasión de que, con fecha 27 de diciembre de 1999, embarrancó en la

playa de Ereaga el buque de bandera de Malta «Rilos». Las autoridades

marítimas y portuarias de Bilbao, como paso previo al desembarque del

buque que se efectuó a finales de enero del año 2000, decidieron que,

para evitar riesgos evidentes del medio ambiente, se retirasen del buque

todos los combustibles y residuos oleaginosos y contaminantes. La ope-

ración fue coordinada y dirigida por la empresa pública de Salvamento

y Recuperación Marítima SASEMAR, y «Limpiezas Nervión, Sociedad Anó-

nima», fue requerida por la autoridad marítima para hacerse cargo del

combustible y de los residuos contaminantes al costado del buque «Rilos»,

mediante el uso de su embarcación «Servinor I», almacenarlo, trasegarlo,

tratarlo y entregarlo a los gestores autorizados de la CAPV, de acuerdo

al Convenio Internacional MARPOL. Se extrajeron 233 toneladas de fueloil

y 149 toneladas de residuos contaminantes durante los días 3 a 15 de

enero de 2000, ambos inclusive.

Segundo.—Del informe técnico sobre los mencionados servicios cabe

destacar que el día 27 de diciembre, a causa del fuerte temporal reinante

en la zona, así como a la inseguridad del muelle en el que se encontraba

atracado el «Rilos», el buque rompió amarras y empujado por el viento

quedó varado en la playa de Ereaga. Los intentos inmediatos realizados

por parte del remolcador «Ibaizábal» para liberar al buque resultaron

infructuosos.

El 29 de diciembre siguiente, ante el temor de la rotura del casco

del buque «Rilos», se decidió suspender las tareas de rescate y las auto-

ridades marítimas ordenaron que por un remolcador de «Remolcadores

Ibaizábal» se mantuviera firme al «Rilos» para evitar que éste se desplazara

hacia tierra.

El 3 de enero de 2000, Salvamento Marítimo decidió esperar a las

mareas vivas para intentar reflotar el mercante. Por estas fechas se habían

realizado diferentes inspecciones subacuáticas al casco del buque, que

revelaron que el mismo se encontraba muy dañado, lo que hacía presagiar

que el destino final del «Rilos», de ser reflotado, sería su venta como cha-

tarra. A lo largo de estos días, y en espera de una marea adecuada para

intentar reflotar el buque, se realizaron tareas de extracción de parte del

combustible, retirada de residuos, desembarco de parte de los tripulantes,

etcétera.
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El 23 de enero de 2000, los remolcadores de Salvamento Marítimo

«Alonso Chaves» y «Punta Mayor» consiguieron liberar el «Rilos» de su

embarrancada, siendo trasladado hasta los muelles de Santurce, a la espera

de su viaje final a unos astilleros de Lisboa con destino al desgüace.

Tercero.—Por Auto del Juez de Primera Instancia número 4 de Bilbao,

de fecha 16 de octubre de 2000, se estima parcialmente la contestación

de la demanda por incompetencia de jurisdicción formulada por las partes

demandadas, declarando la falta de jurisdicción del Juzgado para resolver

sobre la pretensión de la actora, relativa al importe de los servicios recla-

mados de instalación, almacenaje, tratamiento y transporte de combus-

tibles y residuos oleaginosos, por considerar que corresponde el cono-

cimiento al Tribunal Marítimo Central, conforme a lo previsto en la Ley

de Auxilio y Salvamento, de 24 de diciembre de 1962 (artículos 6 y 16).

Cuarto.—El Tribunal Marítimo Central, por Resolución número

660/00016/01, acuerda que no procede incoar expediente de asistencia

marítima por no ser competencia de esta jurisdicción. Parte el acuerdo

de las serias dudas sobre competencia que manifiesta el Juez Marítimo

Permanente de Bilbao número 1, quien hace constar que el día 3 de enero

de 2000 «tuvo lugar una reunión en la Capitanía Marítima de Bilbao al

objeto de valorar y analizar el plan presentado por el naviero del buque

para la extracción de combustible y residuos». Se concluyó que los medios

propuestos por el naviero no eran suficientes para acometer con las garan-

tías necesarias el trabajo encomendado, por lo que se hace necesaria la

utilización de otros medios adicionales. A estos efectos, por la Capitanía

Marítima de Bilbao se instó la correspondiente Resolución de ejecución

subsidiaria... en tal sentido la empresa «Limpiezas Nervión, Sociedad Anó-

nima», titular de la prestación de gestión indirecta del servicio portuario

de recepción y tratamiento de residuos de buques en el puerto de Bilbao,

participó en dicha tarea mediante el uso de la embarcación «Servinor I»,

extrayendo, almacenando y trasegando diversas cantidades de fueloil, resi-

duos y basuras entre los días 3 y 15 de enero de 2000. El «Rilos» fue

reflotado en la madrugada del día 23 de enero y trasladado al puerto

de Santurce, donde quedó amarrado.

Quinto.—La empresa «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», de con-

formidad con lo dispuesto en el artículo 13.3.o de la Ley Orgánica 2/1987,

de Conflictos Jurisdiccionales, interpuso demanda ante el Juzgado núme-

ro 4, y solicitó que se elevaran las actuaciones al Tribunal de Conflictos

Jurisdiccionales, requiriendo, al mismo tiempo, al Tribunal Marítimo Cen-

tral de Defensa para que actúe de la misma forma.

Sexto.—Formulado el conflicto de jurisdicción y recibido en este Tri-

bunal de Conflictos, tanto las actuaciones procedentes del Juzgado núme-

ro 4 de Bilbao, como del Juez Marítimo Permanente y del Tribunal Marítimo

Central, se acordó en 7 de junio de 2001 admitir a trámite el conflicto

negativo de jurisdicción y dar vista de las actuaciones en el Ministerio

Fiscal y a la Abogacía del Estado en el plazo común de diez días.

Séptimo.—El Fiscal, por escrito de 5 de septiembre de 2001, evacua

el traslado conferido y afirma que procede declarar la competencia de

jurisdicción a favor del Juzgado de Primera Instancia número 4 de Bilbao,

para la tramitación de la demanda procedente, en razón a que la resolución

dictada por la Capitanía Marítima de Bilbao en 3 de enero, tuvo su causa

no en que el barco estuviera en peligro (el accidente fue el día 27 de

diciembre anterior) sin que tuviera por objeto la recuperación inmediata

del buque ni el auxilio y salvamento de las cosas que se hallaban a bordo

a que se refiere el artículo 1 de la Ley 60/1962. La resolución que motiva

la intervención en lo que se refiere a la prevención de daños que pudieran

originarse en el medio ambiente como consecuencia del embarrancamiento

en la ría de Bilbao. Es una previsión para evitar males futuros y no guarda

relación con el artículo 1 referido de la Ley 60/1962.

Octavo.—En escrito de 6 de septiembre de 2001, el Abogado del Estado,

en su informe preceptivo, suplica que se dicte resolución en los mismos

términos que el Ministerio Fiscal y que se declare, por tanto, que corres-

ponde la competencia para entender y resolver sobre las cuestiones plan-

teadas al Juzgado de Primera Instancia número 4 de Bilbao como con-

secuencia de los acuerdos de la Capitanía Marítima de Bilbao, y habida

cuenta del contrato existente entre la autoridad portuaria, de fecha 19

de julio de 1998, y «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima». La reclamación

formulada por esta última sociedad en el Juzgado de Primera Instancia

número 4 de Bilbao por el importe de los gastos correspondientes a los

servicios prestados, servicios que no guardan relación con el auxilio y

salvamento y cuando ya había pasado la situación de peligro de la nave,

por lo que se está en la situación a que se refiere el artículo 1 de la

citada Ley, resultando evidente que si el buque se reflota después de trans-

curridos veintiséis días desde su varada, no existe situación de peligro

para la aplicación de la repetida Ley.

Noveno.—El conflicto en su tramitación cumple las exigencias previstas

en la Ley de Conflictos Jurisdiccionales (Ley Orgánica 2/1987), pues se

plantea entre la Administración del Estado y un órgano jurisdiccional.

El Tribunal Marítimo Central es un órgano que se integra en la Admi-

nistración del Estado y ejerce las funciones en vía administrativa que

le son propias.

Décimo.—Evacuado el traslado, tanto por el Fiscal como por el Abogado

del Estado, se señala para la decisión del conflicto la audiencia del día 22

de octubre de 2001, siendo ponente el excelentísimo señor don Miguel

Vizcaíno Márquez.

Fundamentos de derecho

Primero.—El presente conflicto negativo de jurisdicción suscitado entre

el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Bilbao y el Tribunal Marítimo

Central del Ministerio de Defensa se ha tramitado conforme a lo dispuesto

en el artículo 13 de la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, y se han

cumplido los requisitos formales para su tramitación.

Segundo.—El Juzgado número 4 de Bilbao, por Auto de 16 de octubre

de 2000, se declara incompetente para conocer de la reclamación formulada

por «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», al amparo de la Ley 60/1962,

de Régimen de Auxilios, Salvamentos, Remolques, Hallazgos y Extracciones

Marítimas, en razón a que la acción tiene su base, no en una relación

contractual, sino en una operación de salvamento marítimo y que son

de aplicación las normas de la referida Ley. El accidente tuvo lugar el

día 27 de diciembre de 1999, y a partir del día 3 de enero siguiente por

la Capitanía Marítima de Bilbao, ante la insuficiencia de los medios pro-

puestos por el naviero, en virtud de lo dispuesto en el artículo 86.2 de

la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y Marina Mer-

cante, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 118.2.d), ante los medios

propuestos para la extracción de los materiales y el estado de embarran-

camiento del buque «Rilos» por la existencia a bordo del mismo de com-

bustibles, aceite y demás mercancías contaminantes que generan un evi-

dente y grave riesgo de contaminación del medio marino en la ría de

Bilbao, se impone una actuación urgente, por lo que se acuerda proceder

a la ejecución subsidiaria prevista en el artículo 98 de la Ley 30/1992,

de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento

Administrativo Común.

Las acciones que originan la resolución de la Capitanía Marítima de

Bilbao y la actividad de «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», no tienen

su causa en la situación de peligro a que se refiere la Ley de Salvamento,

sino en la necesidad de proteger el medio ambiente y la ría de Bilbao

de los peligros que supone la varada en el mismo del buque «Rilos». No

se trata de proteger ni al buque ni a la mercancía, sino establecer las

medidas de protección del medio ambiente por el riesgo que supone la

situación del barco y los peligros de contaminación de la mercancía que

transporta. Al tratarse de unas medidas preventivas para el futuro no

puede prosperar la tesis del Juzgado en cuanto a la aplicación de la Ley

de Auxilio y Salvamento y a la obligación que tienen las autoridades admi-

nistrativas de prevenir los daños que ocurran en la zona de su actividad.

Tercero.—El Tribunal Marítimo Central, por Resolución de 3 de abril

de 2001, resuelve, por su parte, que no procede incoar expediente de

asistencia marítima conforme a los términos establecidos en la Ley 60/1962,

por no ser la cuestión planteada competencia de la jurisdicción marítima.

Reitera lo ya dicho en cuanto a que el artículo 1 de la Ley 60/1962, prevé

el auxilio y salvamento de los buques en el mar que se encuentran en

peligro, de las cosas que se hallen a bordo, del flete, precio del pasaje...

La extracción de los residuos oleaginosos y restos de combustible de a

bordo no tuvo como motivo principal el reflotamiento del «Rilos», sino

evitar una eventual contaminación de la ría de Bilbao por dicho material,

como se deduce claramente del requerimiento de la Capitanía Marítima

a los armadores de medidas preventivas anticontaminantes que originen

acciones futuras.

El barco se encontraba varado y la acción encomendada por la Admi-

nistración a «Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», no se refería a la

recuperación inmediata en relación con la idea de salvamento de la Ley

60/1962 repetida, que exigía determinadas obligaciones (artículo 35) en

cuanto a los Capitanes y Patrones del buque de dar parte de la situación

de peligro a las autoridades locales de Marina en el plazo de veinticuatro

horas y demás exigencias de la Ley 60/1962 que, en ningún caso ni por

ninguna autoridad, se trató de aplicar con motivo del accidente.

Se declara en la Resolución del Tribunal Marítimo que, varado el buque

«Rilos», ni éste ni lo que se encontraba a bordo del mismo, estaba en

situación de peligro en el momento de desalojo de los líquidos contami-

nantes y transcurren veintiséis días en esta situación de varado, por lo

que hay que descartar la situación de recuperación inmediata como con-
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secuencia del peligro a que se refiere el artículo 1 de la Ley 60/1962,

y así se reconoció por las autoridades competentes cuando se dejó trans-

currir el plazo señalado en el artículo 35 de la referida Ley de veinticuatro

horas desde la llegada a puerto para que los Capitanes y Patrones de

los buques den conocimiento a las autoridades marítimas ni en esta línea

se practicaron diligencias de ninguna clase.

Cuarto.—«Limpiezas Nervión, Sociedad Anónima», en su demanda ante

el Juzgado de Primera Instancia de Bilbao, reclama el pago de la cantidad

de 10.062.400 pesetas por las actuaciones llevadas a cabo de extracción,

traslado y tratamiento de combustible y residuos oleaginosos del buque

«Rilos», realizados conforme a la Resolución de 3 de enero de 2000, y

al Convenio de 19 de julio de 1998, por el que la autoridad portuaria

de Bilbao autoriza la prestación en régimen de gestión indirecta del servicio

portuario de recepción y tratamiento de residuos procedentes de buques.

Los servicios se han realizado en el repetido buque «Rilos» y se acreditan

según facturas, al amparo del artículo 66 de la Ley de Puertos y conforme

al Convenio. Se trata de un litigio entre partes por unos determinados

servicios autorizados por la autoridad administrativa entre los que, tanto

la reclamante como la empresa naviera, son entidades privadas y la acti-

vidad es privada, por lo que la reclamación no guarda relación alguna

con lo previsto en la Ley 60/1962, por la que se demanda, instando el

pago de los servicios prestados tiene carácter civil y su conocimiento y

resolución corresponde al Juez de Primera Instancia número 4 de Bilbao.

El acuerdo de pago, finiquito y transferencia del buque «Rilos», de 24 de

enero de 2000, por el que «Naviera Poseidón, Sociedad Anónima», trans-

fiere, por el precio de un dólar, a «Remolques Marítimos, Sociedad Anó-

nima» el buque «Rilos» y la reserva que se hace en la cláusula final de

no incluir en el mismo las tareas encomendadas a «Remolques Marítimos,

Sociedad Anónima», en relación a la limpieza de las aguas marítimas y

evitar la contaminación del medio marino que serán liquidadas por sepa-

rado revelan, junto lo anteriormente expuesto, el carácter privado de la

reclamación y determinan su conocimiento por la jurisdicción civil com-

petente.

En su virtud fallamos que debemos declarar y declaramos que corres-

ponde a la jurisdicción civil, a través de sus órganos específicos el cono-

cimiento y decisión de lo que es objeto de la presente controversia.

Presidente: Excmo. Sr. don Francisco Javier Delgado Barrio. Vocales:

Excmos. Sres.: Don Rodolfo Soto Vázquez; don Pedro Antonio Mateos

García; don José Luis Manzanares Samaniego; don Miguel Vizcaíno

Márquez, y don Antonio Pérez-Tenessa Hernández.

BANCO DE ESPAÑA

22339 RESOLUCIÓN de 28 de noviembre de 2001, del Banco de
España, por la que se hacen públicos los cambios del euro
correspondientes al día 28 de noviembre de 2001, publi-
cados por el Banco Central Europeo, que tendrán la con-
sideración de cambios oficiales, de acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre,
sobre la Introducción del Euro.

CAMBIOS

1 euro = 0,8831 dólares USA.

1 euro = 108,94 yenes japoneses.

1 euro = 7,4406 coronas danesas.

1 euro = 0,62350 libras esterlinas.

1 euro = 9,4084 coronas suecas.

1 euro = 1,4586 francos suizos.

1 euro = 97,34 coronas islandesas.

1 euro = 7,9415 coronas noruegas.

1 euro = 1,9480 levs búlgaros.

1 euro = 0,57425 libras chipriotas.

1 euro = 33,237 coronas checas.

1 euro = 15,6466 coronas estonas.

1 euro = 250,84 forints húngaros.

1 euro = 3,5313 litas lituanos.

1 euro = 0,5541 lats letones.

1 euro = 0,4018 liras maltesas.

1 euro = 3,6000 zlotys polacos.

1 euro = 27.798 leus rumanos.

1 euro = 219,5688 tolares eslovenos.

1 euro = 43,330 coronas eslovacas.

1 euro = 1.309.000 liras turcas.

1 euro = 1,6950 dólares australianos.

1 euro = 1,4031 dólares canadienses.

1 euro = 6,8869 dólares de Hong-Kong.

1 euro = 2,1335 dólares neozelandeses.

1 euro = 1,6188 dólares de Singapur.

1 euro = 1.118,89 wons surcoreanos.

1 euro = 8,7559 rands sudafricanos.

Madrid, 28 de noviembre de 2001.—El Director general, Francisco Javier

Aríztegui Yáñez.

22340 COMUNICACIÓN de 28 de noviembre de 2001, del Banco
de España, por la que, con carácter informativo, se facilita
la equivalencia de los cambios anteriores expresados en
la unidad peseta.

Divisas Cambios

1 dólar USA ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 188,411

100 yenes japoneses .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 152,732

1 corona danesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22,362

1 libra esterlina .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 266,858

1 corona sueca .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17,685

1 franco suizo .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 114,072

100 coronas islandesas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 170,933

1 corona noruega .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20,951

1 lev búlgaro .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 85,414

1 libra chipriota .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 289,745

100 coronas checas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 500,605

1 corona estona .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10,634

100 forints húngaros .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 66,332

1 lita lituano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 47,117

1 lat letón .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,282

1 lira maltesa .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 414,102

1 zloty polaco .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 46,218

100.000 leus rumanos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 598,554

100 tolares eslovenos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 75,779

100 coronas eslovacas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 383,997

100.000 liras turcas .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12,711

1 dólar australiano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 98,163

1 dólar canadiense .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 118,585

1 dólar de Hong-Kong .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24,160

1 dólar neozelandés .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 77,987

1 dólar de Singapur .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 102,784

100 wons surcoreanos .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14,871

1 rand sudafricano .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19,003

Madrid, 28 de noviembre de 2001.—El Director general, Francisco Javier

Aríztegui Yáñez.


